	[image: image2.png]Consejo Superior
de la Judicatura






	REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA


PAGE  
21
	[image: image1.png]Consejo Superior
de la Judicatura





	Apelación sentencia funcionario       

Radicación 41001 11 02 000 2007 00399 01                                                                                  

M. P. Dr. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO       





Bogotá D. C., veinticinco (25) de mayo de dos mil once (2011). 
M. P. DR. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
Radicación No. 41001 11 02 000 2007 00399 01
Discutido y aprobado en Acta No 051 de la misma fecha. 
REF.: Disciplinario contra ELÍAS CUELLAR TEJADA, Juez Segundo Penal del Circuito de Neiva.
VISTOS
Procede la Sala a desatar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia emitida el día 29 de noviembre de 2010 por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Neiva
, impuso sanción de multa
 equivalente a un salario mensual al momento de la comisión de los hechos, al doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA, en su calidad de Juez Segundo Penal del Circuito de Neiva – Huila, por transgredir el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 29 de la Constitucional Nacional, y 6, 38 y 269 del Código Penal.

LA QUEJA

Correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Neiva proferir sentencia anticipada, dentro de la causa penal seguida contra el señor Luis Fernando Pichica Castiblanco, por el concurso de hechos punibles de Acceso Carnal Violento Agravado y Lesiones Personales.

Tal sentencia fue dictada el día 13 de agosto de 2007, por el doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA, quien regentaba por aquella época el citado estrado judicial, disponiendo condenar al enjuiciado, luego de aplicar la rebaja de que trata el artículo 269 del Código Penal, a la pena principal de 44 meses de prisión y multa en cuantía de $2.168.492. En la misma providencia, se sustituyo la pena de prisión carcelaria por domiciliaria, al “reunir los requisitos del artículo 38 del Código Penal.”

En razón de que el referido fallo fue apelado por la Procuraduría, las diligencias fueron remitidas a la Sala Penal del Tribunal Superior de Neiva, Corporación que en providencia de fecha 25 de septiembre de 2007 lo modificó, en el sentido de condenar al enjuiciado a 88 meses de prisión y multa de $4.339.000, ordenando además, compulsar copias al Consejo Seccional de la Judicatura de Neiva, Sala Disciplinaria, por cuanto:

“1. El artículo 269 del Código Penal establece una rebaja de pena por reparación, de lo cual debe tenerse en cuenta que la misma es exclusivamente para delitos que atentan contra el patrimonio económico y no como en el presente caso contra la libertad, integridad y formación sexuales…

Por lo anterior, le asiste razón a la agente del Ministerio Público en la indebida aplicación dada por el a quo a la rebaja punitiva consagrada en el artículo 269 del Código Penal el cual consagra… Por lo dicho, procederá la Sala a llevar a cabo la respectiva dosificación punitiva (…).

2. En cuanto al otorgamiento de la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, encuentra la Sala que el artículo 38 del Código Penal que la consagra, establece como uno de los requisitos para su concesión: “Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión o menos”, lo cual no está satisfecho en el caso sub judice, pues la conducta punible por la cual se condenó a PICHICA CASTIBLANCO fue la de acceso carnal violente, que consagra un apena de 8 a 15 años de prisión, agravada por el numeral 5 del artículo 211 ibídem, por lo que el a – quo no tuvo en cuenta dicho factor, que es objetivo o meramente contemplativo, de donde por esta aspecto el a quo contrarió de manera expresa la ley. (…)

Finalmente, y como se aprecia de los dicho en precedencia, la Sala observa con perplejidad que el titular del Juzgado Segundo Penal del  Circuito de esta ciudad, doctor Elías Cuellar Tejada, tanto en la determinación de la pena por presunta indemnización integral, como en el otorgamiento de la prisión domiciliaria en lugar de la carcelaria, contrarió la legalidad pertinente, por lo cual se ve abocada a ordenar compulsar las copias pertinentes con destino al Consejo Seccional de la Judicatura, Sala Disciplinaria, para que decida sobre la apertura de investigación formal de tal índole.”

ACTUACIÓN PROCESAL

1.  La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Huila, con fundamento en las copias remitidas por la Sala Penal del Tribunal Superior de Neiva, a través de proveído adiado 11 de octubre de 2007, decidió ABRIR INDAGACIÓN PRELIMINAR en contra del doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA, en su condición de Juez Segundo Penal del Circuito de Neiva
,  y se decretaron y practicaron las siguientes pruebas:

1.1 La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial Huila y el Tribunal Superior de Neiva, allegaron certificados por los cuales se acredita la calidad de funcionario del Dr. CUELLAR TEJADA, como Juez Segundo Penal del Circuito de Neiva
.

1.2. Notificado el doctor CUELLAR TEJADA del auto de apertura de investigación, rindió versión libre, en la que reconoció haber incurrido en error al proferir la providencia que se le cuestiona, al respecto dijo: “El error del suscrito consistió en que, en la sentencia de condena se aplicó la disminución punitiva consagrada en el art. 269 del C.P. cuando no era procedente, así como el otorgamiento del beneficio de la prisión domiciliaria… En el fallo consideré que dado el monto de la pena, es decir, 44 meses de prisión, y los demás requisitos del Art. 38 del C.P., tenía para concederle la prisión domiciliaria al señor Pichica Castiblanco, no desconozco se incurrió en errores en el sentido del fallo tanto en aplicar una norma de manera indebida con una rebaja punitiva a que no tenía derecho el condenado, como en el otorgamiento de la prisión domiciliaria…”.

A manera de exculpación sostuvo el versionista, que todos lo operadores judiciales, en razón del trabajo se ven avocados a cometer errores respecto a aspectos jurídicos como lo era la falta de aplicación de una norma, aplicación indebida, o problemas de interpretación normativa, conocidos como errores en derecho, los cuales se solucionan a través de los recursos. Precisó que tales errores se presentan en la práctica judicial por el cúmulo de actividades que permanentemente desarrollan, como en su caso, en el que existe congestión de actuaciones y participación activa en audiencias preparatorias y públicas, revisión de proyectos de fallo, los cuales muchas veces son en procesos de grandes volúmenes y complejos.

De tal manera que podían presentarse errores, pero los operadores judiciales eran humanos y no seres infalibles, por lo que se pueden pasar errores imprevisibles que no pueden producir sanciones disciplinarias por ausencia de culpa de dolo o culpa. De otra parte afirmó, la decisión que tomó no causó daño a los intervinientes en la actuación, y que en sus 20 años de servicios como funcionario judicial, ha fallado multitud de procesos con honestidad y responsabilidad
.

2.  Con fundamento en las pruebas recaudadas, por auto de fecha 20 de agosto de 2008, la Magistrada sustanciadora de primera instancia, decidió ABRIR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA en contra del Dr. ELÍAS CUELLAR TEJADA, por haber podido incurrir en falta disciplinaria al proferir el fallo en el proceso penal por Acceso Carnal Violento seguido contra el señor Luis Fernando Pichica, dando aplicación a una circunstancia de menor punibilidad establecida en el art. 269 del C.P. para los delitos contra el Patrimonio Económico, así como conceder la pena sustitutiva de prisión domiciliaria al condenado, cuando la ley prevé como requisito objetivo para su concesión en el art. 38 ibídem, que la pena mínima impuesta sea de 5 años de prisión o menos
. En desarrollo de esta etapa procesal, se practicaron las siguientes pruebas.

2.1. Se arrimó al plenario, certificado de ingresos del disciplinable para el año 2007, e igualmente certificados de antecedentes disciplinarios expedidos por la Secretaría Judicial de esta Sala y de la Procuraduría General de la Nación, los cuales dan cuenta que el Dr. CUELLAR TEJADA no registra ninguna sanción
.

2.2. El disciplinable fue notificado personalmente del auto de apertura de investigación, el día 29 de agosto de 2008, sin que hubiera hecho manifestación alguna. 

3.  En providencia que data del 24 de abril de 2009, el Juez colegiado a quo resolvió con fundamento en el acervo probatorio recaudado hasta ese momento, formular PLIEGO DE CARGOS contra el doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA, por la presunta violación del deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, “por aplicación indebida del Art. 269 del Código Penal y del mecanismo sustitutivo de la pena de prisión intramuros por prisión domiciliaria, desconociendo los requisitos que el Art. 38 ibídem contempla para tal efecto, con la consecuencia inobservancia de los mandatos contenidos en los artículos 29 de la Constitución Política, en lo que se refiere al principio de legalidad, 6, 38 y 269 del Código Penal”.

Como sustento fáctico de la anterior imputación típica, dijo el a quo:

“El primer reproche que merece el actuar del Dr. CUELLAR TEJADA se relaciona con la aplicación indebida del precepto legal contenido en el Art. 269 del Código Penal, en tanto la disminución punitiva que contiene esa norma, fue prevista para los delitos que atentan contra el patrimonio económico (Título VII ibídem) y no para las conductas que afectan la libertad, integridad y formación sexual, bien jurídico que vulnera el señor Pichica Castiblanco con la conducta objeto de estudio en la jurisdicción penal y que fuera desplegada contra su compañera permanente; por lo anterior, en el caso concreto resulta indiferente, a efectos de cuantificar la pena que procedía imponer, si el procesado había indemnizado o no, los perjuicios que causó su conducta, ya que tal situación de hecho no se encuentra prevista en la legislación penal Colombiana como circunstancia de menor punibilidad. (…)

De otro lado, una vez se realiza la reducción punitiva en cita, el funcionario judicial encuentra satisfechos los requisitos contenidos en el Art. 38 ibídem y en consecuencia, advertido que la pena a imponer permitía conceder el mecanismo sustitutivo de la pena de prisión por prisión domiciliaria, otorga tal beneficio al condenado (…)

Tal como lo expone el Juzgador de Segunda instancia, el Art. 38 del Código Penal establece en forma expresa los requisitos que el operador judicial debe tener en cuenta al momento de establecer si es o no procedente conceder al condenado la posibilidad de purgar la pena en su domicilio, advirtiéndose de la lectura del citado artículo que el funcionario judicial debe comprobar la existencia de requisitos tanto de orden objetivo como subjetivo, sin los cuales no es viable jurídicamente ordenar la concesión en cita.”

En cuanto a las exculpaciones dadas por el encartado, la Sala a quo sostuvo que no eran atendibles, pues no eran insuficientes para excusar errores del talante del estudiado, cometidos además en un proceso penal donde se analizaba un delito de clara connotación social y de particulares circunstancias fácticas. De otra parte, el Dr. CUELLAR TEJADA, como integrante de la Rama Judicial, debía tener conocimientos especializados sobre la materia al ser abogado titulado y tener basta experiencia en el cargo, y dadas sus condiciones personales en general, ello indicaba que tenía pleno conocimiento de las normas de procedimiento penal y capacidad para comprender el contenido de los deberes y conducir su comportamiento de acuerdo a esa comprensión.

Finalmente el a quo precisó que la irregularidad devino del descuido en la atención del proceso de las normas aplicables a la materia y no al propósito del funcionario en soslayar las normas que debía atender, por lo cual califico la conducta como grave culposa
.

4. Notificado de la anterior providencia, el doctor CUELLAR TEJADA, presentó escrito en el cual rindió descargos, en el que a manera de exculpación, insistió en los argumentos argüidos al momento de rendir versión libre, así, afirmó: los operadores judiciales sin importar su experiencia en la administración de justicia, no estaban exentos de cometer errores en sus labores diarias, lo cual se presentaba por múltiples causas, tales como altos volúmenes de trabajo, acumulación de diligencias por resolver de manera permanente, y al mismo tiempo, procesos voluminosos y complejos, que generan estrés, cansancio mental, y como resultado confusiones, que conllevan a incurrir en errores por indebida interpretación de circunstancias, de normas, apreciaciones y observaciones equivocas de carácter fáctico, jurídico y probatorio.

Sobre tales errores judiciales precisó que no siempre generaban una falta disciplinaria, debiéndose cada caso ser analizado dentro del entorno de los hechos y las circunstancias, tal como el propio Consejo Superior de la Judicatura lo tenia decantado en sus jurisprudencia, para lo cual citó apartes de providencias emitidas por esta Sala
.

5. Por auto de fecha 20 de noviembre de 2009, la Sala a quo, ordenó la práctica de pruebas deprecadas por el disciplinable, y otras de oficio
, a saber:

5.1. El día 5 de marzo de 2010, declaró en estas diligencias el señor RAFAEL PASTRANA, quien laboró para la época de los hechos investigados, como Secretario del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Neiva, quien al ser preguntado sobre sí tenía conocimiento de la situación investigada asintió, indicando que era porque se había presentado un error en la tasación de la pena al momento del fallo.  Precisó que la confusión posiblemente se había presentado por cuanto la compañera permanente del sindicado, hizo una serie de consideraciones a favor de su compañero, tales como que había asumido todos los gastos clínicos, hospitalarios y médicos, lo que conllevó a que se considerara una rebaja por indemnización.

Precisó además el declarante que para esa época existía un gran cúmulo de trabajo y asuntos importantes, tales como procesos en contra de auxiliadores de las FARC, y  contra funcionaros de la Electrificadora del Huila y del Banco del Estado, por cierto, todos ellos voluminosos, luego, en su criterio, el error presentado fue involuntario, no por descuido ni negligencia
.

5.2. El mismo día, también rindió declaración el señor RODRIGO MONTERO PUENTES, quien manifestó laborar como sustanciador del Juzgado 2º Penal del Circuito de Neiva, quien sostuvo que no tenía claridad sobre los pormenores del proceso en que se incurrió en el error de tasación de la pena, pues se trató de una sentencia anticipada la cual estaba a cargo del Secretario Rafael Pastrana, quien sacaba el proyecto y el Dr. ELÍAS después de una breve revisión sacaba el proyecto en limpio y lo firmaban. Al igual que el anterior declarante, informó sobre la congestión laboral que se presentaba en el Juzgado, precisando que el Juez mantenía una dedicación total pues jamás se ausentaba por permisos
.

5.3. El día 5 de abril de 2010, rindió declaración la doctora MARTHA CRISTINA RINCÓN TRUJILLO, quien manifestó que en calidad de Agente del Ministerio Publico, interpuso recurso de apelación contra la sentencia por la cual se condenó de manera anticipada al señor Luis Fernando Pichica Castiblanco, al observar la existencia de error en la pena al aplicar la rebaja prevista en el Art. 269 del C. P. no prevista para delitos distintos a los que atentan contra el patrimonio económico. 

Precisó la declarante, que en el campo profesional podía dar fe de las grandes calidades del funcionario inculpado, como estudioso del derecho e íntegro, siendo frecuentes los comentarios de los litigantes sobre el humanismo y respecto de aquél respecto de las garantías judiciales. Finalmente precisó, que si bien observó que el despacho aplicó la rebaja de la pena prevista en el Art. 269 del C.P., nunca pensó que eso se hubiera hecho como producto de un acto arbitrario del juez
.

5.4. La Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Huila, remitió fotocopia de las estadísticas de producción presentadas por el funcionario inculpado durante el año 2007
.

6. Por auto de fecha 8 de septiembre de 2010, se corrió traslado al Agente del Ministerio Público, a fin de que si lo deseaba, emitiera concepto en estas diligencias, y en tal virtud, el Procurador 141 Judicial Penal de Neiva manifestó que analizando los hechos, los descargos y las pruebas practicadas, se podía establecer que si bien era cierto el inculpado incurrió en un error, en materia disciplinaria estaba proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.

Observó el Agente del Ministerio Público, que era un hecho de público conocimiento que toda la administración de justicia estaba prácticamente en colapso ante el cúmulo de procesos, acciones de tutela, hábeas corpus, peticiones de libertad, reducción de penas, etc., y que por regla general los funcionarios para sacar adelante todas y cada una de las labores encomendadas abandonaban a sus familias, para dedicar dicho tiempo a suplir las deficiencias del Estado, lo cual lógicamente conllevaba a un desgaste mental que era generador de errores judiciales.

En el caso en particular, observó que el inculpado era una persona que fue distinguida por sus cualidades y discernimiento jurídico, por lo que se podía afirmar que en el presente caso no existió culpa, entendida como la actitud consiente de la voluntad para la verificación de un hecho típico y antijurídico por omisión del deber de cuidado, y que en tal evento, como lo había sostenido la Magistrada de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura MIRYAM DONATO DE MONTOYA, en sentencia del 18 de marzo de 1999, no era válido atar a un servidor judicial a su propio yerro, por cuanto ante todo nos encontramos a un ser humano al cual le es connatural equivocarse y consiente de ello el legislador le entregó la posibilidad de que corrigiera sus equívocos. En consecuencia deprecó se archivara las diligencias
.

6.1. Por su parte, el Dr. CUELLAR TEJADAS presentó memorial en el que hizo sus alegaciones finales, aceptando como lo hizo en sus anteriores intervenciones, que efectivamente incurrió en un error, pero fue involuntario, pues el alto volumen de trabajo en asuntos complejos y de connotación nacional y regional, no le permitió como ser humano controlar mentalmente todos los asuntos, faltando entonces en el presente caso el nexo de causalidad necesario para inferir de manera cierta responsabilidad en las acciones u omisiones.

Reiteró que cuando los jueces cometen errores en el desempeño de sus funciones, la ley previo múltiples mecanismos o vías de control, como son los recursos, y que siempre ha actuado dentro de la ética de servicio público, observando los principios de moralidad, eficiencia y eficacia, tal como lo corroboraron los testigos que declaran en estas diligencias. En consecuencia deprecó fuera absuelto de lo cargos
.

LA SENTENCIA APELADA

El 29 de noviembre de 2010, la Sala de primera instancia produjo sentencia disciplinaria en contra del Juez Segundo Penal del Circuito de Neiva, doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA, al encontrarlo infractor del deber establecido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por aplicación indebida del Art. 269 del Código Penal y del mecanismo sustitutivo de la pena de prisión intramuros por prisión domiciliaria, desconociendo los requisitos que el Art. 38 ibídem contempla para tal efecto, con la consecuencial inobservancia de los mandatos contenidos en los artículos 29 de la Constitución Política, en lo que se refiere al principio de legalidad  previsto en el artículo 6 del Código Penal.
La Sala a quo, luego de hacer un análisis de la actuación procesal y del acervo probatorio, sostuvo que el funcionario encartado objetivamente incurrió en las conductas endilgadas en los cargos. En cuanto a las explicaciones suministradas, se precisó que de las declaraciones recibidas se podía establecer que el Dr. CUELLAR TEJADA gozaba de un reconocimiento en el medio judicial, al punto que el mismo Ministerio Público lo reconoció, y que de los datos estadísticos allegados se podía verificar que tenía una gran carga laboral, de difícil manejo, lo cual congestionada el Despacho que regentaba, a más de su dedicación, estudio y tiempo empleado para el adelantamiento de las causas a su cargo.

No obstante dijo la Sala a quo, ante la gravedad del desatino y la pluralidad de yerros, era claro que al caso en particular el encartado no le dispensó la atención y cuidados requeridos, permitiendo la equivocada aplicación de normas, por lo que consintió  en un disparatado favorecimiento, error que por fortuna corrigió la segunda instancia. Dijo el fallador de primera instancia:

“Si bien el Dr. CUELLAR TEJADA no dice al intervenir en versión libre de apremio que la elaboración o proyecto de sentencia estuvo a cargo de persona diferente a él, lo sugiere en sus alegaciones y como a ello se refiere en forma clara el testimonio del señor Montero Puentes, sustanciador del Juzgado, la falencia se concreta o sitúa en la falta de revisión o en la muy ligera revisión de las proyecciones delegadas con exceso de confianza en el trabajo de los subalternos, pero mal puede afirmarse que en el proceder del funcionario no exista dolo ni culpa, pues la violación del deber objetivo de cuidado es palpable y su cabal observancia hubiera evitado el resultado contrario a la normatividad.

No se debe pasar por algo que uno de los aspectos a tener en cuenta para verificar si se ha incurrido en violación al deber objetivo de cuidado, es el  llamado por la doctrina penal, el criterio del hombre medio y que consiste en la confrontación entre la conducta desplegada por una persona y la que hubiera realizado otro individuo prudente y diligente encontrándose en la misma situación y para el presente caso, la confrontación se da con relación a la forma en que hubiera actuado un operador judicial prudente y diligente y no frente a uno infalible, invulnerable a cualquier yerro y omisión, pues por la condición de la naturaleza humana, es claro que todo servidor público puede incurrir en desaciertos, pero cuando se actúa con cierta diligencia los mismos disminuyen.

Es claro que no todo error puede genera responsabilidad disciplinaria como ocurre por ejemplo cuando se tiene en cuenta una norma que no es aplicable al caso en estudio porque existe otra que regula el tema en forma más amplia o especial, o cual se aplica una norma de mayor jerarquía, pues ello llevaría a que cada vez que se decrete una nulidad o se revoque una decisión, habría que adelantar una investigación disciplinaria, pero existen algunos eventos en los que no puede admitirse que un error no tenga consecuencias de orden disciplinario, tal como ocurre en el caso en estudio, no solo porque con cierto cuidado se hubiera advertido las contrariedades entre las previsiones de las normas invocadas y la conducta objeto de examen penal, sino también por al experiencia del funcionario investigado y por los efectos que generó la misma, al reconocer concesiones y derechos inmerecidos.” 

Finalmente en cuanto a la sanción, dijo el a quo, que para las faltas graves culposas la sanción era la de suspensión en el ejerció de cargo, pero como en el presente caso concurrían criterios que aminoran la sanción, se le impondría la mínima, es decir la de un mes de suspensión, y siendo que se tenia información que actualmente el encartado había dejado de ser servidor judicial, se convertiría el término de suspensión en salarios, de acuerdo a lo devengado para el momento de la comisión de la falta, es decir para el año 2007
.

LOS FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN
El disciplinable en un extenso escrito, apeló la anterior decisión, pero básicamente reiteró cada uno de los argumentos defensivos que trajo al rendir versión libre, discurrir los cargos y en los alegatos de conclusión, a los cuales ya se hizo referencia en esta providencia. Hizo énfasis en que el error en que incurrió, no fue por negligencia o falta de cuidado, capricho o decisión arbitraria, por lo cual no violó el deber objetivo de cuidado.

Dijo el censor, que la falta imputada a título culposo, solamente existió de manera objetiva, pues hubo causas que justificaron su conducta, y que en el fallo sancionatorio no se valoró debidamente la realidad vivida, a pesar de que estaba probado plenamente las circunstancias propias de la práctica judicial durante el año 2007, específicamente en momentos en que se realizó y suscribió el proyecto por uno de sus colaboradores, situaciones de caso fortuito y fuerza mayor, imprevisibles e irresistibles, ante el alto volumen de trabajo y carga laboral en exceso
.

De otra parte, el Dr. MARCO ANTONIO CORTES TORRES, actuando como Procurador 141 Judicial II Penal, presentó escrito en el que dijo que coadyuvaba los planteamientos y consideraciones expuestas por el disciplinado recurrente, en aras de que se revocara la decisión y se le absolviera de todo cargo.

Agregó el Agente del Ministerio Público, que si bien estaba probado que el Dr. ELÍAS CUELLAR incurrió en un error como lo afirma el a quo al sancionarlo disciplinariamente, dicho error debía valorarse dentro de los parámetros de las reglas de la sana crítica para establecer si la falta se cometió a título de dolo o culpa, y que en el presente caso no se había logrado demostrar el querer interior del funcionario de favorecer al enjuiciado con una pena inferior, sino que todo se debió a que su subalterno Secretario del Juzgado, proyectó la sentencia que había delegado, dada la confianza en su servidor público de amplia trayectoria, y que debido al estrés, cúmulo de trabajo, cansancio y al abatimiento laboral que soportaba el disciplinado, lo llevaron a cometer un error involuntario
.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala es competente para conocer de la apelación interpuesta por el disciplinable y coadyuvada por Ministerio Público, contra el fallo emitido en primera instancia, según los términos del  artículo 115 de la Ley 734 de 2002.

Establece el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por cuyo incumplimiento la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Huila, sancionó al doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA, en su calidad de Juez Segundo Penal del Circuito de Neiva, que es deber de los funcionarios: “1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”. 

El anterior tipo disciplinario, es de aquellos llamados  abiertos o en blanco, es decir que es necesario concordarlos con el reglamento, la ley o la norma constitucional vulnerada por el funcionario investigado, en otras palabras, son aquellos que deben ser complementados con el precepto en donde se establezca lo mandado, lo permitido o lo prohibido.
En el sub lite, el tipo disciplinario endilgado fue debidamente complementado  en el auto por el cual se formularon los cargos, así, se afirmó que el encartado pudo haber inobservó el artículo 29 de la Constitución Nacional que indica que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”.

Norma constitucional inserta como norma rectora en el Código Penal (Ley 599/2000), cuando en su artículo 6, se precisó: “Legalidad. Nadie podrá ser investigado, ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación procesal, con observancia de las formas propias de cada juicio.”

Lo anterior por cuanto, el doctor  CUELLAR TEJADA, al dictar la sentencia de fecha 13 de agosto de 2007, en la que condenó al señor Fernando Pichica Castiblanco por haberlo encontrado responsable de punible de Acceso Carnal Violento, en concurso con el de Lesiones Personales, al momento de tasar la pena, no tuvo en cuenta los anteriores preceptos constitucionales y legales, es decir el de debido proceso y principio de legalidad, pues de un lado aplicó la rebaja por indemnización integral prevista en el artículo 269 del Código Penal, inaplicable en el caso en particular, pues tal rebaja sólo es factible concederla para delitos que atenten contra el Patrimonio Económico, cuando el juzgado correspondía a los de Libertad, Integridad y Formación Sexuales.

En efecto, establece el artículo 269 del Código Penal: “Reparación. El juez disminuirá las penas señaladas en los capítulos anteriores de la mitad a las tres cuartas partes, si antes de dictarse sentencia de primera o única instancia, el responsable restituyere el objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios ocasionados al ofendido o perjudicado.” (Subrayado y negrilla fuera de texto).
Cuando en el anterior precepto se indica “en los capítulos anteriores”, se refiere a los delitos contra el Patrimonio Económico previstos en el Título VII del Código Penal, que comprende los capítulos primero (Hurto), segundo (Extorción), tercero (Estafa), cuarto (Fraude mediante Cheque), quinto (Abuzo de Confianza), sexto (Defraudaciones), séptimo (Usurpación) y octavo (Daño).

Y siendo que en el presente caso se estaba juzgado al señor Pichica Castiblanco, por el punible de Acceso Carnal Violento, en concurso con el de Lesiones Personales, es claro que no podía aplicarse la rebaja prevista en el artículo 269 del Código Penal, por lo que el Tribunal Superior de Neiva, al desatar el recurso de apelación que interpuso el Ministerio Público, debió modificar la sentencia dictada por el inculpado, y en por ende la pena de prisión que había sido fijada en 44 meses la aumentó a 88 meses, y la multa de $2.168.494 pasó a $4.339.000.

Y también el funcionario inculpado, en la misma sentencia, dispuso conceder el benefició previsto en el articulo 38 del Código Penal: “La prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o morada del sentenciado, o en su defecto en el que el juez determine, excepto en los casos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, siempre que concurran los siguientes presupuestos: 1.  Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión o menos. 2 (…)” .
Y siendo que para el delito de Acceso Carnal Violento previsto en el artículo 205 del C. P.
, se estable una pena entre 8 y 15 años, de manera alguna era posible haber concedido el beneficio de la prisión domiciliaria al enjuiciado, como lo hizo el funcionario inculpado, tal como fue observado por el Tribunal Superior de Neiva, Sala Penal, lo que motivó la compulsa de copias que originaron la presente actuación disciplinaria, por cuanto “en la determinación de la pena por presunta indemnización integral, como en el otorgamiento de la prisión domiciliaria en lugar de la carcelaria, contrarió la legalidad pertinente”.

Ahora bien, probado como se encuentra que objetivamente el doctor CUELLAR TEJADA infringió el deber previsto en el numeral 1º del artículo 153 de Ley 270 de 1996, tal como antes se estableció, debemos ocuparnos ahora de probar su responsabilidad en la infracción de tal deber.

Para iniciar es necesario recordar que esta Sala en forma reiterada ha reconocido que los funcionarios judiciales cuando administran justicia están amparados por los principios de independencia y autonomía funcional consagrados en los artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional. Tales axiomas de carácter superior garantizan a los Jueces de la República actuar sin consideración a indebidas injerencias provenientes de otros órganos del poder público e incluso de la propia Rama Judicial, en forma que sólo quedan sometidos al imperio de la Constitución y la ley, con lo cual se busca que sus decisiones sean producto de la aplicación libre e imparcial del ordenamiento jurídico y del análisis reflexivo de las pruebas con las cuales se soportan las mismas, tal como se precisó en la sentencia C-417 de 1993, en la que se dijo:
“Es necesario advertir, por otra parte, que la responsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados no puede abarcar el campo funcional, esto es, el que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del derecho según sus competencias. Por consiguiente, el hecho de proferir una sentencia judicial en cumplimiento de la función de administrar justicia no da lugar a acusación ni a proceso disciplinario alguno” 

No obstante lo anterior, es del caso advertir que, como en reiteradas ocasiones se ha sostenido por esta Corporación, es factible la investigación disciplinaria de las actuaciones judiciales en donde el funcionario vulnera ostensiblemente el ordenamiento jurídico, incurriendo con ello en lo que doctrinariamente se ha dado en llamar vía de hecho, comportamiento que resulta contrario al deber de acatamiento a la Constitución, leyes y reglamentos que se impone a todos los operadores de justicia - artículo 153.1 Ley 270 de 1996-, pues si bien todas las actuaciones judiciales se hallan amparadas bajo el principio de autonomía funcional, los funcionarios responden disciplinariamente por aquellas actuaciones groseras y abiertamente contrarias al marco normativo que están llamados a cumplir.

Pensar lo contrario, sería tanto como establecer que esta Jurisdicción jamás podría investigar a un funcionario en razón de las providencias que dicta, cuando es precisamente a través de ellas que se manifiesta su actuar, y por eso, precisamente es necesaria su auscultación a fin de determinar si las mismas fueron proferidas teniéndose la competencia para ello, si se encuentras ajustadas a derecho, es decir si no se torció de manera grosera la normatividad legal o Constitucional, si se encuentran soportadas en pruebas, lo cual es necesario para verificar si el funcionario vulneró algún deber o prohibición conforme los artículos 153 y 154 de la Ley 270 de 1991.

Ahora bien, concretándose el presente pronunciamiento al objeto de la apelación y los hechos inescindiblemente vinculados al mismo, sea lo primero verificar la ilicitud disciplinaria del comportamiento endilgado al funcionario investigado, pues básicamente los argumentos del censor como del Ministerio Público a ello apuntan.

Al efecto, adviértase que, como ha sido decantado con suficiencia por la doctrina y la jurisprudencia de esta Corporación, el ilícito disciplinario a diferencia del penal no se edifica sobre la base de lesión a bienes jurídicos, sino de la trasgresión a deberes funcionales.

Pues bien, el objetivo que persigue el derecho disciplinario es mantener la disciplina al interior de la institución estatal
, y ello sólo se logra con un sistema jurídico enderezado a encausar o dirigir la conducta de los administrados, vinculados por relaciones especiales de sujeción, dentro de un marco de parámetros que aseguren al Estado el cumplimiento de sus cometidos y fines.

La Corte Constitucional ha establecido que el derecho disciplinario es una rama esencial al funcionamiento del Estado "enderezado a regular el comportamiento disciplinario de su personal, fijando los deberes y obligaciones de quienes lo integran, las faltas, las sanciones correspondientes y los procedimientos para aplicarlas"(Sentencia C-417 de 1993).

El instrumento o directriz por medio del cual históricamente se ha encauzado el comportamiento de los servidores públicos y profesionales, sujetos vinculados por relaciones especiales de sujeción con el Estado, es el deber.

Por ende, la esencia de la falta disciplinaria como ilicitud es la infracción a un deber, así se define en el artículo 23 de la Ley 734 de 2002, y de manera especial para los funcionarios judiciales en el artículo 196, al decir: “constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes”, de allí que esta Colegiatura haya dicho que el ilícito disciplinario se identifica de mejor forma como una “norma subjetiva de determinación, ya que justamente el derecho disciplinario apunta hacia el establecimiento de directrices o modelos de conducta por vías de la consagración de deberes, para un determinado grupo de interés y no para toda la comunidad, cuyo desconocimiento comporta para sus destinatarios la comisión  de falta disciplinaria”
. 

Sin embargo, no es el simple quebrantamiento formal del deber el que origina el ilícito disciplinario, sino que se requiere un quebrantamiento sustancial, ilicitud sustancial, esto es, que la conducta atente contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus fines
 y principios de moralidad, transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia y eficiencia
. 

Tal fue uno de los cometidos del nuevo Código Disciplinario Único, en consideración de sus redactores se dijo: 

“Ciertamente que el derecho disciplinario protege en términos generales el correcto desempeño de la función pública, lo cual hace a través de una consideración global de la materia; empero, las especificaciones de tal protección viene dadas por la imposición de deberes funcionales acordes con tal función que cumple el servidor público en un Estado Social y democrático de derecho.

...

No obsta como tal la infracción a un deber, ni a cualquier deber, sino que se requiere, para no convertir la ley disciplinaria en instrumento ciego de obediencia, que ello lo sea en términos sustanciales; esto es, que de manera sustancial ataque por puesta en peligro o lesión el deber funcional cuestionado”
.

Al respecto, la Corte Constitucional ha precisado que “en materia disciplinaria, la ley debe orientarse a asegurar el cumplimiento de los deberes funcionales que le asisten al servidor público o al particular que cumple funciones públicas pues las faltas le interesan al derecho disciplinario en cuanto interfieran tales funciones.  De allí que el derecho disciplinario valore la inobservancia de normas positivas en cuanto ella implique el quebrantamiento del deber funcional, esto es, el desconocimiento de la función social que le incumbe al servidor público o al particular que cumple funciones públicas”
.  

Por ende, el juicio disciplinario en cuando a ilicitud de la conducta se trata, impone al Juzgador la constatación de que con la misma se ha visto afectado el buen funcionamiento del Estado en cuanto a sus cometidos, fines y principios, que para el caso de funcionarios judiciales se encuentran especialmente enunciados en los artículos 1 a 10 de la Ley 270 de 1996, como principios de la Administración de Justicia. 

Entonces, en cuanto a la ilicitud sustancial que pretende desvirtuar el apelante, basta con señalar que la misma se halla presente en este caso si se tiene en cuenta que la conducta del disciplinable atentó contra el buen funcionamiento de la Administración de Justicia en la medida en que si bien el fin de ésta no es la privación de la libertad, sí lo es la de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en la Constitución Política
, y una de las garantías constitucionales-procesales de los administrados es la de ser juzgados con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio, así como a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas
, y en el caso bajo estudio, tal como se dejó sentado anteriormente, el Juez inculpado fijó una pena concediendo una rebaja a la cual no tenía derecho el enjuiciado, y fuera de ello, le concedió el beneficio de la prisión domiciliaria cuando tampoco era posible concederla.

Así, lo que se evidencia en el presente asunto es que el doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA no actuó con la debida diligencia y cuidado que se espera de los funcionarios judiciales, pues no se entiende que teniendo una basta experiencia (más de 20 años) en el desarrollo de sus funciones y siendo por ello ampliamente conocedor de la normatividad, haya suscrito la sentencia que se le reprocha, sin observar que en razón de la gravedad del delito investigado, este es; Acceso Carnal Violento, no era factible hacer la rebaja de la pena, como si se tratara de un reato contra el Patrimonio Económico en el cual cuando se indemniza es factible morigerar la pena, y fuera de ello, permitir que el enjuiciado pagara la pena en prisión domiciliaria,  cuando ello sólo es posible para delitos en los que se contemple una pena de prisión que sea de cinco años o menos, lo cual no ocurría en el sub examine, habida cuenta de que la pena mínima contemplada era de 8 años, que si se hubiera tenido el cuidado con que se debe actuar, seguramente otro hubiera sido el proceder por parte de Juez inculpado. 

En cuanto a la gravedad de la falta, basta con confrontar los presupuestos del artículo 43 de la Ley 270 de 1996, con las circunstancias de hecho que rodearon la comisión de las conductas aquí reprochadas para calificar como grave el proceder del disciplinado, ello en atención a la naturaleza esencial del servicio de administración de justicia afectado, el grado de perturbación del mismo, en tanto debió procederse a imponer la sanción prevista en la ley, es decir sin conceder rebajas y beneficios no autorizados para el delito de Acceso Carnal Violento, y la trascendencia social que tuvo la conducta, en especial si se tiene en cuenta la entidad del delito que estaba siendo investigado. 

Y en cuanto a la culpabilidad, tal como lo observó el censor, al tenor del artículo 13 de la Ley 734 de 2002, “Las faltas solo son sancionables a título de dolo o culpa”, y en este caso fue imputada a titulo de culpa, en la medida de que no existe en el plenario prueba alguna que permita inferir que el disciplinable actuó con el ánimo de torcer la normatividad o favorecer a la persona que estaba juzgando. 

Por el contrario, indudablemente en grado de certeza se puede afirmar que actuó con culpa, por falta de cuidado al dictar la providencia que se le reprocha, sin que puede aceptarse la exculpación de que todo se debió a la abundante carga procesal, pues de ser así no podría adelantarse ningún trámite disciplinario contra los jueces, pues indudablemente la gran mayoría de los estrados judiciales se encuentran atiborrados de actuaciones, pero por ello precisamente se debe tener el máximo cuidado posible al momento de tomar decisiones, más aún tratándose de un delito que atenta contra bienes jurídicos de la Libertad, Integridad y Formación Sexuales. 

Entonces, de acuerdo a todo lo anteriormente expuesto, la sentencia de primera instancia deberá ser confirmada en todas sus partes, en la medida de que los argumentos expuestos por el censor y el Agente del Ministerio Público, no lograr desvirtuar la responsabilidad del encartado en la infracción del deber previsto en el numeral 1º del Articulo 153 de la Ley 270 de 1996, por aplicación indebida de los artículo 38 y 269 del Código Penal, lo cual de paso conllevó al desconocimiento del artículo 6 ibídem (principio de legalidad), y el artículo 29 de la Constitución Nacional (debido proceso).
En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO:  CONFIRMAR la sentencia apelada de fecha 29 de noviembre de 2010 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional del Huila, a través de la cual impuso sanción de suspensión por un mes en el ejercicio del cargo (convertida en un salario mensual conforme lo prevé el artículo 46 de la Ley 734 de 2002), al doctor ELÍAS CUELLAR TEJADA, en su calidad de Juez Segundo Penal del Circuito de Neiva- Huila, por transgredir el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 6, 38 y 269 del Código Penal, y el artículo 29 de la Constitución Política.
SEGUNDO: REMITIR copia del presente fallo a la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con constancia de su ejecutoria,  para efectos de su anotación.

TERCERO: DEVOLVER el expediente a su lugar de origen, previas las anotaciones de rigor
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

    HENRY VILLARRAGA OLIVEROS               JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO                     
         Presidente                                                        Vicepresidente 

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ                     ANGELINO LIZCANO RIVERA                       

Magistrada                                                       Magistrado

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA              JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ     
       Magistrada   


                            Magistrado


                                    PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

                                                              Magistrado                     

                                                YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

          Secretaria Judicial

� Conformaron la Sala los Magistrados: TERESA ELENA MUÑOZ CASTRO (ponente) y DELIA DEL SOCORRO CEDEÑO POVEDA.





� En la parte considerativa del fallo apelado se indicó que la sanción era de suspensión en el ejercicio del cargo por el lapso de un mes, pero como quiera que se estableció que actualmente no ejercía tal cargo, se convirtió en salario devengado al momento de los hechos, en este caso de un mes. 


� Fls.  19 a 22, c. o.


� Fl. 27, c. o.


� Fls. 33, 35 a 37, c. o.


� Fls.  42 y 43, c. o.


� Fls. 45 y 46, c. o.


� Fls. 55, 56 y 57.


� Fls. 60 a 69, c. o.


� Fls. 72 a 80, c. o.


� Fls. 84 y 85, c. o.


� Fls.  96 a 98, c. o.


� Fls. 99 a 100, c. o. 


� Fls. 102 y 103, c. o.


� Fls. 106 a 136, c. o.


� Fls. 138, 141 a 145, c. o.


� 146 a 152, c. o.


� Fls. 159 a 174, c. o.


� Fls. 181 a 194, c. o.


� Fls. 197 a 205, c. o.


� “Acceso carnal violento. El que realice acceso carnal con otra persona mediante violencia, incurrirá en prisión de ocho (8) a quince (15) años.”


� Proyecto de Código Disciplinario Único. Bogotá, Procuraduría General de la Nación ,1999.


� Consejo Superior de la Judicatura. Sentencia del 24 de septiembre de 2003. Aprobada en Sala 135 de la misma fecha, dentro del radicado 20020187 01. M.P. Temístocles Ortega Narváez.


� Corte Constitucional. Sentencia C-948 de 2002.


� Art. 22 C.D.U.


� Proyecto Código Disciplinario Único. Procuraduría General de la Nación. 1999.


� Ibídem.


� Art. 1º Ley 270 de 1996.


� Art. 29 Ley 270 de 1996.
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